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Ante la crisis 
multidimensional 
se hace urgente 
revisar si realmente 
no tenemos nada 
que aprender de 
otras culturas 
supuestamente 
menos desarrolladas 
tecnológicamente.

Las elecciones municipales del 2015 significaron la entrada de 

nuevas formaciones, cuyo origen se debe especialmente a la crisis 

económica del 2007 y a la irrupción del 15M. Son los llamados 

gobiernos del cambio o del municipalismo transformador. 

A pocos meses de nuevas elecciones, el resultado, más allá de los 

discursos y de lo simbólico, parece insuficiente. En un momento en 

el que el binomio Estado-capital ha asimilado y ha integrado en 

su maquinaria tanto a ideologías de derecha como de izquierda, 

se hace necesaria una reflexión: para ejercer la libertad y mejorar 

las condiciones de vida de todos los miembros de una comunidad 

humana, ¿es suficiente con elegir cada cuatro años un partido, 

manteniendo las mismas estructuras y dinámicas sociales, políticas 

y económicas o hay que replantearse radicalmente el modelo?

L
o que se suele denominar como democra-
cia representativa o parlamentaria tiene su 
origen en las revoluciones liberales, hace 

aproximadamente dos siglos. Pero tras la creencia 
de que esta gran transformación fue responsa-
bilidad del desarrollo de las fuerzas productivas 
y de una nueva clase burguesa que expulsó a la 
aristocracia del poder con ayuda de las clases 
populares, la realidad es mucho más compleja. 

Hay que retrotraerse al nacimiento de los Estados 
modernos y a la acumulación originaria de tierras 
y fuerza de trabajo, propiciada por los Estados 
en su pugna por el dominio de más y más terri-
torios. Según el filósofo y escritor Robert Kurtz, 
el origen del mercado capitalista debe mucho a 
la revolución militar que se inició a finales del 
siglo XV, dando paso al Renacimiento: «No fue 
la fuerza productiva sino, por el contrario, una 

contundente fuerza destructiva la que abrió el 
camino a la modernización». La producción y 
movilización de nuevos sistemas de armamento, 
como los cañones de hierro colado y los gran-
des barcos de guerra, ya no eran posibles desde 
estructuras locales y descentralizadas y requirie-
ron de una organización nueva de la sociedad. 
Este complejo militar requería de una economía 
de guerra permanente y compleja que dependía 
de la mediación del dinero y que ya no podía sus-
tentarse en la reproducción agraria local. Son los 
inicios de los cercamientos de tierras de particu-
lares para evitar las prácticas comunales y de la 
expoliación de bienes que hasta aquel momento 
estaban fuera del mercado, como eran los bienes 
del común. Todo ello fue apoyado y regulado por 
los Estados modernos, creándose una nueva clase 
de los negocios que tenía como principal cliente 
al Estado. En Europa, la economía de guerra forzó 
el sistema de economía de mercado y llevó a un 
incremento de los tributos del 2000 % entre los 
siglos XVI y XVIII.

El derecho de propiedad
En el Estado español, la revolución liberal o de 

propietarios, como la llamaba el historiador Josep 
Fontana, se produjo en una comunión de inte-
reses entre la nobleza o clase militar y la clase de 
los negocios. El fundamento del Estado-nación, 
que creó sus bases en las Cortes de Cádiz, es lo 
que denominaban el «sagrado derecho de pro-
piedad», como se puede contrastar revisando los 
decretos del periodo 1810-1814. Los poco más de 
trescientos diputados de las Cortes provenían de 
profesiones liberales o eran funcionarios civiles 
y militares, y un tercio eran eclesiásticos. Todos 
los diputados eran varones y las pocas alusiones a 
las mujeres se hicieron desde una visión patriar-
cal y androcéntrica, defendiendo como algo 
natural e indiscutible que las mujeres estuvieran 
desprovistas del derecho a participar en política, 
como en la intervención del diputado Diego 
Muñoz-Torrero.

Muy al contrario de lo que se suele creer, la 
abolición de los señoríos jurisdiccionales supuso 
grandes ventajas para la nobleza, ya que el Estado 
a cambio les permitió conservar la propiedad 
del solar y se sustituyeron las relaciones de vasa-
llaje por contratos entre particulares. Como han 
demostrado los historiadores Ramon Garrabou, 
Enric Vicedo y Enric Tello: «La adaptación de 
estos linajes de nobles y hacendados al nuevo 

sistema capitalista fue muy rápida e indolora. 
Convertirse en capitalistas significaba para ellos 
desarrollar formas aún más eficaces de explotar 
el trabajo ajeno». El Estado-nación es en esencia 
el ejército y la mayoría de organizaciones de la 
modernidad, como la escuela, el partido político, 
la policía, la justicia, la corporación empresarial 
o la prisión, siguen este mismo modelo castrense, 
de cadena de mando de arriba abajo.

El derecho de propiedad decretado en Cádiz 
estaba basado en una lógica individualista que, 
entre otras cosas, impedía las prácticas comunales 
y era causa de indignación y revueltas entre las 
clases populares, que a su vez para poder subsistir 
se veían obligadas al éxodo rural y a proletari-
zarse en las fábricas para «ganar dinero» y pagar 
sus impuestos al Estado. Para asegurar el pago de 
los tributos, el Estado liberal tuvo que crear un 
aparato administrativo y policial descomunal. 
Inicialmente, los únicos reconocidos como verda-
deros ciudadanos eran los varones propietarios, 
a partir de una renta anual de 6000 reales o que 
pagasen una contribución de entre 200 y 400 rea-
les. Ellos eran los que podían formar parte de las 
milicias nacionales (policía), los que podían votar 
según el sistema electoral del sucagio censitario, 
que suponía un cuerpo electoral del 0,15 % de la 
población española, los que podían participar 
en política y los que tenían más posibilidades de 
adquirir bienes desamortizados en las subastas.
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En el plano local, el decreto del 23 de mayo de 1812 establecía la formación de los 
ayuntamientos constitucionales que arrebataron la titularidad de los comunales a la población, 
obviando a su vez el concejo abierto, la asamblea general del común. Los ayuntamientos 
liberales se crean según un modelo centralista de Estado, intensificando la separación 
entre las instituciones del pueblo (alcalde, regidores y funcionarios) y la comunidad de 
vecinas. Al igual que en las altas instituciones del Estado, la administración local incluye 
un alto funcionariado, cuyo cargo más elevado es la secretaría municipal, que desde su 
establecimiento por el artículo 320 de la Constitución de Cádiz fue clave en la imposición 
de la uniformidad institucional como vínculo administrativo de arriba abajo entre el poder 
central y el poder local, y supuso una pérdida de autonomía local basada en la costumbre.

Los ayuntamientos. Un Estado en pequeño

Progreso y partidos
Otro de los aspectos de las estructuras de 

pensamiento dominantes que tiene origen en el 
liberalismo, además del individualismo, es la fe 
en la teoría del progreso, compartida también 
por la izquierda. Se trata de un concepto lineal 
del tiempo que es considerado como la verdadera 
«religión de la civilización occidental», que tiene 
una mirada de desdén y de autosuficiencia ante el 
pasado y que básicamente defiende que los avan-
ces de la ciencia y la técnica van también a favor 
del progreso social: «siempre se sabrá más, por 
tanto, siempre todo mejorará». Hoy día, ante la 
crisis multidimensional, especialmente el desastre 
medioambiental y la pérdida de valores humanos, 
se hace urgente revisar si realmente no tenemos 
nada que aprender de otras culturas supuesta-
mente menos desarrolladas tecnológicamente. 

En la vertiente política, la revolución liberal 
se basó en la misma lógica individualista que la 
del mercado, que, como decía Alexis Tocqueville, 
lleva a la impotencia del individuo para interve-
nir de forma significativa en los asuntos públicos. 
La suma de egoísmos que conduce al bienestar 
económico a través de una mano invisible –el 
principio de un individuo un voto, sin consensos 
desde abajo ni la atención puesta en las necesi-
dades del vecino ni en la vida en común, cada 
quien desplazado a sus intereses particulares– es 
el fundamento de la democracia liberal. Intereses 
particulares que se armonizan a través de parti-
dos políticos jerarquizados y cerrados que van 

intercambiándose en el gobierno de las diferen-
tes instituciones del Estado y que, como dijo la 
filósofa Simone Weil, son máquinas de fabricar 
pasión colectiva cuya única finalidad es su propio 
crecimiento sin límite. Montesquieu, uno de los 
precursores del liberalismo, afirmó en El Espíritu 
de l" ley# que «la gran ventaja que ocecen los 
representantes es que son capaces de discutir los 
asuntos. El pueblo no es del todo idóneo para 
esto, lo que constituye uno de los mayores incon-
venientes de la democracia». No fue hasta años 
más tarde, en un alarde de trilerismo político, que 
se atrevieron a denominar democracia al sistema 
representativo . Sin olvidar que el gobierno de 
los partidos políticos no es el todo; existen otros 
poderes, no escogidos en las urnas, que toman 
decisiones, como el alto funcionariado civil y 
militar, las élites económicas, intelectuales, etc. 
Pero, sean escogidos o no en las urnas, ni unos ni 
otros son responsables de sus decisiones ante la 
población. En el sistema representativo, las per-
sonas escogidas no están sometidas al mandato 
imperativo, es decir, no están obligadas a cumplir 
sus promesas electorales ni el pueblo puede revo-
car su mandato antes de las siguientes elecciones; 
mientras que las portavocías de los antiguos con-
cejos que participaban en asambleas supralocales 
sí que estaban sometidas a este principio político. 

En el sistema representativo liberal se ha 
producido un fenómeno equivalente al de la 
concentración del capital. Según nos indica Takis 
Fotopoulos en su libro Cr$$ multidimensional y 

democracia incl%iva: «La concentración de poder 
político ha sido el complemento funcional de la 
concentración del poder económico. Si la diná-
mica de crecer o morir de la economía de mer-
cado ha dado lugar a la actual concentración del 
poder económico, la dinámica de la democracia 
representativa ha conducido a una correlativa 
concentración del poder político. Así, la concen-
tración de poder político en manos de los parla-
mentarios en la modernidad liberal ha conducido 
a un grado de concentración aún más grande en 
manos de los gobiernos y el liderazgo de los par-
tidos de masas en la modernidad estatista, a costa 
de los parlamentos».

Cuestionar el modelo desde la raíz
En esencia, estas estructuras y dinámicas de 

funcionamiento se han mantenido desde sus 
orígenes y se hace difícil creer que, sin un cam-
bio profundo en la raíz del sistema, partidos 
con supuestas nuevas políticas puedan mejorar 
radicalmente la vida de la ciudadanía. Para empe-
zar, hacen falta organizaciones que se atrevan a 
cuestionar la centralidad del trabajo asalariado 
y la concentración de los medios de producción 
en pocas manos, que es la base del capitalismo. 
Hoy los partidos de izquierda se diferencian cada 
vez menos de los partidos de derecha porque 
básicamente han renunciado a poner en tela de 
juicio las bases del modelo económico, que es lo 
que lleva a la precariedad y a que las necesidades 
más básicas no estén garantizadas para un por-
centaje creciente de la población, mientras que los 
partidos conservadores y liberales han asumido 
también parte de los discursos de la izquierda 
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posmoderna y las políticas de identidad. Esta es la 
causa principal del ascenso de la extrema derecha 
que, sin cuestionarse tampoco el capitalismo, pro-
mete a la clase trabajadora un reparto de las ayudas 
estatales y del empleo que priorice a la población 
autóctona, responsabilizando a las personas inmi-
grantes pobres de las desgracias de los penúltimos.

Pero sobre todo es necesario cuestionarse el 
modelo político, por lo menos en el plano munici-
pal, que es lo que queda de aquellas comunidades 
que se regían por el concejo abierto. El pueblo 
tendría que participar directamente en su gobierno 
mediante la asamblea del común. Para ello tendrían 
que darse las condiciones adecuadas: por ejemplo, 
que los barrios de las ciudades y los núcleos de 
población no tuvieran una concentración pobla-
cional como la actual, que dificulta la democracia 
directa y la creación de tejido social. Otros aspectos 
a considerar son la preparación individual desde 
la infancia como sujetos prepolíticos y comuni-
tarios para participar en la vida pública –para lo 
cual se debería modificar el sistema educativo– y la 
reducción de la jornada laboral para poder dedicar 
el tiempo necesario a los asuntos del común. Sería 
un primer paso para construir desde abajo, desde la 
comunidad real, la comunidad arraigada al terri-
torio, con conocimientos del mismo, que pudiera 
decidir sobre sus bienes comunes y con abundantes 
vínculos horizontales entre sus partes para la ayuda 
mutua y la solidaridad.
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